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Avances y retrocesos en la defensa de la Pachamama

Pese al compromiso expresado por el actual Gobierno en favor de una política coherente sobre cambio climático, 
el modelo implementado en Bolivia está basado en el extractivismo y consagra la producción petrolera y minera 
como la base de la economía nacional y el eje de las estrategias para superar la pobreza. El espaldarazo del 
Gobierno al sistema de créditos de carbono y la iniciativa REDD ha generado, además, importantes dudas acerca 
del rumbo tomado por la administración Morales.

Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral y Agrario 
(CEDLA)
Walter Arteaga

El territorio de Bolivia alberga una extraordinaria diver-
sidad de especies de plantas y animales, así como tam-
bién de culturas, con 36 pueblos indígenas. En el ámbito 
mundial, el país ocupa el sexto lugar en extensión de 
bosques tropicales y es el décimo quinto en cobertura 
boscosa1. Alrededor del 80% de sus tierras forestales 
se encuentra en la región de los llanos o “tierras bajas”, 
que comprende las subregiones Amazónica, Platense y 
del Gran Chaco y coincide con los territorios titulados a 
favor de los pueblos indígenas. 

Las políticas públicas del presidente Evo Morales 
reconocen que los bosques son ecosistemas estraté-
gicos; asimismo, el país se ha convertido, desde fines 
de la década pasada, y de la mano de Morales, en uno 
de los países líderes en demandar un urgente desarrollo 
integral en armonía con la naturaleza, con la Pachamama 
(diosa madre de los pueblos indígenas andinos, equiva-
lente al conjunto de la Tierra y la naturaleza) como sujeto 
de derechos.

Una apuesta incierta
Si bien el Gobierno de Evo Morales ha expresado su com-
promiso a favor de una política sobre cambio climático 
coherente con su postura ambientalista, el sesgo extrac-
tivista del modelo de desarrollo que ha implementado 
hace dudar sobre su “real” adhesión a los principios del 
desarrollo sustentable. En otras palabras, su apuesta 
gubernamental es altamente incierta, dada la notoria dis-
crepancia entre el discurso en pro de la madre naturaleza 
y la filosofía del “buen vivir” con su postura extractivista, 
que ha convertido a la producción petrolera y minera en 
la base de la economía nacional, en el sustento de las 
finanzas públicas2 y en el eje vital para intentar superar la 
aguda pobreza que afecta al 60% de la población3.

1 FAO, Global Forest Resources Assessment. Progress towards 
Sustainable Forest Management, (Italia: Forestry Paper Nº 147, 2005).

2 Los datos oficiales muestran que más de un tercio de los 
ingresos de los gobiernos departamentales proviene de la 
renta de los hidrocarburos (35,6% en 2005, 43,3% en 2006 
y 43,2% en 2007), según CEDLA, Las Prefecturas no usan la 
renta de los hidrocarburos para el desarrollo, (La paz: 2010).

3 Fundación Tierra, “Cifras macroeconómicas no resuelven 
pobreza en Bolivia”, El Diario, (6 de junio 2011), <www.ftierra.
org/ft/index.php?option=com_content&view=article&id=6267
:rair&catid=98:noticias&Itemid=175>.

De hecho, los datos oficiales procesados por 
el Centro de Estudios para el Desarrollo Laboral y 
Agrario (CEDLA) permiten establecer que en los úl-
timos cinco años se ha verificado un incremento en 
la dependencia de la economía de las exportaciones 
de materias primas. Las ventas externas de produc-
tos primarios provenientes de las ramas de hidro-
carburos y minería han pasado a ser dominantes, 
concentrando aproximadamente el 69% del total, 
frente a una participación más equilibrada vigente en 
el quinquenio anterior, donde estos sectores repre-
sentaban el 47%4.

Del mismo modo, el análisis del CEDLA sostiene 
que el crecimiento del producto nacional ha estado 
jalonado en la última década por la irrupción reno-
vada de las industrias extractivas de hidrocarburos 
y minerales. En el período 2001-2005, el crecimiento 
del PIB se explica en gran parte por el aumento de la 
producción de hidrocarburos, especialmente de gas 
natural. En cambio, en los cuatro años siguientes, 
2006-2009, ese lugar fue ocupado por la actividad 
minera, que alcanzó una tasa promedio anual para el 
período de poco más de 20%5.

Los planes oficiales de instalar mega-represas 
hidroeléctricas en la Amazonía boliviana para exportar 
electricidad a Brasil, junto a la adscripción a los pro-
yectos carreteros transoceánicos de la Iniciativa para 
la Integración de la Infraestructura Regional Surame-
ricana (IIRSA) y la presión para monetizar la riqueza 
forestal a través de la explotación maderera son otros 
factores que ponen en riesgo el equilibrio ambiental 

4 CEDLA, Análisis del gasolinazo y de la política energética 
boliviana, (La Paz: 2011, inédito).

5 Ibid.

y ecológico y los “derechos adquiridos” por la madre 
naturaleza.

Por ello, la expansión de las actividades extrac-
tivas, con su secuela de daño ambiental e impacto 
socioeconómico en los territorios y comunidades 
indígenas y campesinas, ilustran la magnitud del reto 
gubernamental y los peligros siempre latentes de 
convertir el discurso ambiental-indianista en simple 
demagogia o, por el contrario, de llevar a la inviabili-
dad sus propias políticas económicas desarrollistas. 

El mercado de carbono
Uno de los desafíos de la administración Morales es 
el desarrollo de una ingeniería institucional que, en el 
marco de la nueva Constitución Política del Estado y 
el ejercicio de las autonomías indígenas en el Estado 
Plurinacional, le permita acceder a los mecanismos 
de compensación económica establecidos para los 
países que preserven y hagan sustentables sus bos-
ques. Esto es especialmente importante a la hora de 
considerar el rol estratégico de los bosques en la dis-
minución de los índices de dióxido de carbono en la 
atmósfera, lo que ha sido dado en llamar el “secuestro 
del carbono”6.

El protocolo de Kioto estableció el mecanismo 
de descontaminación conocido como “créditos (o 
bonos) de carbono”, como medida para reducir o 
contrarrestar las emisiones de gases de invernadero 
que inciden directamente en el calentamiento global. 
Cada crédito equivale a una tonelada de CO2 que se 
deja de emitir o es absorbida gracias a mecanismos 

6 Kanninen, Markku, “Secuestro de carbono en los bosques, su 
papel en el ciclo global”, Depósito de documentos de la FAO, 
<www.fao.org/DOCREP/006/Y4435S/y4435s09.htm>.
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de forestación o reforestación, y es objeto de co-
mercio dado su valor monetario asignado7. En esta 
política, la clave del diseño y alcance de las iniciativas 
radica en definir cuáles serán los mecanismos de 
distribución de estas compensaciones económicas 
por el secuestro de carbono. Quiénes pagan las com-
pensaciones, quiénes obtienen la titularidad de los 
“créditos de carbono” y quiénes son los beneficia-
rios directos que reciben los recursos económicos 
de compensación son los ejes que definen si estas 
iniciativas se inclinarán más por la visión indianista 
o por el mercado capitalista. 

Según la visión Gubernamental, el Estado plu-
rinacional y los pueblos indígenas y comunidades 
campesinas deberían ser los receptores directos de 
estas compensaciones económicas. Esto no implica, 
por supuesto, que se libere a los países industriali-
zados de su obligación de bajar sus emisiones de 
carbono, aunque lamentablemente muchas empre-
sas en la actualidad optan por la compra de créditos 
de carbono en lugar de reducir efectivamente sus 
emisiones. 

Para viabilizar esta propuesta el país deberá 
dotarse de una nueva política nacional de bos-
ques que enfrente las causas de la deforestación 
y degradación y contemple una estrategia espe-
cífica para estos mecanismos de compensación, 
conocidos como REDD (reducción de emisiones 
de carbono por deforestación y degradación de 
bosques). En la construcción de una política pú-
blica específica para REDD, Bolivia debería supe-
rar, además, barreras institucionales, legales y 
políticas, incluyendo las vinculadas al desarrollo 
de capacidades de las organizaciones nacionales 
gubernamentales, de las entidades territoriales y 
de la sociedad civil.

En este esquema gubernamental, la clave estri-
ba en fortalecer en capacidades y financieramente el 
Programa Nacional de Cambios Climáticos: con este 
programa fortalecido es viable la puesta en marcha 
de un sistema de monitoreo de bosques y uso de 

7 Sanz, David, “Créditos de carbono”, Ecología verde, (10 
de julio 2010), <www.ecologiaverde.com/creditos-de-
carbono>.

suelos. Por otro lado, la actualización de los niveles 
de referencia de las emisiones de carbono permiti-
rá elaborar un plan de acción para la reducción de 
emisiones debidas a la deforestación y degradación 
de bosques.

El análisis de la visión gubernamental muestra 
que otros de los desafíos pendientes en esta estra-
tegia son: 

•	 Involucrar e incorporar a las comunidades y 
pueblos indígenas en estas iniciativas.

•	 Dar apertura y participación de otros actores. 

•	 Recuperar los conocimientos y experiencias en 
las iniciativas REDD ya desarrolladas en el país.

•	 Impulsar el saneamiento de tierras y el catastro 
rural. 

•	 Diseñar los mecanismos para que los recursos 
obtenidos sean gestionados y administrados 
como inversión pública que mejore las condi-
ciones de vida de las comunidades indígenas en 
las áreas donde se concreten esas iniciativas.

Con todo, el diseño de esta estrategia permitiría es-
tablecer cuán cerca o cuán lejos está el gobierno 
boliviano de llevar a la práctica sus postulados de 
una convivencia armónica con la naturaleza y las 
posibilidades reales del “buen vivir”8.

Perspectivas e interrogantes

El examen detallado de las iniciativas REDD arroja 
una serie de coincidencias y divergencias con res-
pecto a una perspectiva ideológica y a un modelo de 
desarrollo que se nutra de las prácticas y los saberes 
indígenas apostando por la sustentabilidad. Algunas 
de las coincidencias serían: 

•	 Las iniciativas REDD fomentan el manejo sus-
tentable de los bosques.

•	 Son una oportunidad para que las comunidades 
indígenas consoliden sus derechos a la tenencia 
de sus territorios.

8 El “Buen vivir” es un paradigma de sociedad sustentable. Ver 
<www.decrecimiento.info/2009/02/el-buen-vivir.html>.

Y las divergencias:

•	 Las iniciativas REDD no afectarían las causas di-
rectas de la degradación forestal y la deforestación.

•	 Generarían conflictos centrados en la titularidad 
de los créditos de carbono.

Las iniciativas REDD adquieren, además, una di-
mensión especial al considerarlas desde el diseño 
de políticas públicas referidas al acceso y uso de los 
recursos forestales. De hecho, estas iniciativas son 
una manera de analizar la intencionalidad política del 
Gobierno respecto al ejercicio del derecho sobre las 
tierras y recursos naturales de los pueblos y comuni-
dades indígenas. Por tanto, es relevante interrogarse 
cuánto aportan las iniciativas REDD al desarrollo de 
las economías comunitarias indígenas en tres temas 
fundamentales: 

•	 La recuperación del dominio ancestral del terri-
torio mediante autonomía y autogobierno.

•	 La redistribución de recursos y de los medios de 
producción en los territorios indígenas. 

•	 La administración y aprovechamiento de los 
recursos naturales.

En contra de implementar REDD se han esgrimido 
varios argumentos. Por ejemplo, que esta iniciativa se 
trata de un mecanismo destinado a incentivar la tala de 
bosques nativos y el establecimiento de plantaciones 
de monocultivos e incluso el uso de árboles transgé-
nicos. Así, REDD no solamente estaría favoreciendo 
la privatización de la atmósfera9, sino que estaría ade-
más sometiendo a los bosques del Sur a nuevas for-
mas de apropiación en manos de los contaminadores, 
de los especuladores del mercado de carbono o de los 
mercaderes de servicios ambientales10.

La preocupación radica más que nada en la po-
sibilidad de que los países en desarrollo sean obliga-
dos a aplicar este mecanismo, y que de esa manera 
los países desarrollados no asuman un compromiso 
serio de reducción de las emisiones. n

9 Por el concepto de “Privatización de la atmósfera” ver: 
Barcena, Iñaki, Miñambres, Ignacio, “Copenhague-2009, 
¿fracaso de quién?”, CONGD, <www.cvongd.org/
showNews/52/244>.

10 ALAI, REDD: Premio a la deforestación y usurpación masiva 
de territorios, (2010), <alainet.org/active/41263>.


